
consejo de ministros 

Salarios y contratos públicos 

pueden quedar sin subir el IPC 

El paquete de recortes desligará lo público de la evolución de precios. Las autonomías no recibirán fondos 

por cuestiones de su competencia. 
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Abril aguas mil. El Consejo de Ministros ha aprobado el Plan Nacional de Reformas que anualmente debe 

enviar España a Bruselas, detallando los recortes que acometerá para reducir el déficit público. A 

diferencia de lo que ocurrió con el plan de 2012, que dejó bien claro el fuerte impacto sobre la sanidad 

que tendría el paquete de medidas, en esta ocasión las incógnitas son máximas. La vicepresidenta del 

Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, se ha limitado a presentar las grandes líneas del plan, que 

incluirá una "desindexación de lo público del IPC".  

Pese a las constantes preguntas sobre el significado de este críptico mensaje, Sáenz de Santamaría no 

ha concretado, pero sí dejó entrever que en la práctica significará que ni salarios públicos, ni ayudas y 

subvenciones ni, por supuesto, contratos públicos podrán subir en adelante conforme al IPC. De 

confirmarse, esto tendría fuertes repercusiones para sectores como el de la tecnología y productos 

sanitarios, y todos aquellos que realizan contratos por más de un año, ligados a la evolución de los 

precios. La vicepresidenta tampoco ha aclarado si esta medida, que previsiblemente afectará a los 

salarios de los empleados públicos, tendrá carácter temporal o si se consolidará en el tiempo, 

estableciendo un índice de evolución de las rentas que paga la Administración por distintos conceptos 

simplemente diferente al del IPC. 

Al margen de la críptica desindexación de lo público, el paquete de medidas que adoptará el Gobierno 

estará constituido por leyes que ya habían sido anunciadas, pero que tampoco se han concretado, como 

la ley de liberalización de colegios y servicios profesionales, la ley de unidad de mercado (que se 

tramitará por vía de urgencia), una ley de apoyo al emprendedor que permitirá deducciones por 

inversiones en I+D, un plan de lucha contra la morosidad, que obligará a las administraciones a partir de 

octubre a pagar en un plazo máximo de 30 días, y una reforma de la administración local y las 

administraciones públicas que podría tener fuertes consecuencias para la sanidad. Sobre esta última 

cuestión, la vicepresidenta ha detallado que en adelante las autonomías no podrán recibir fondos 

económicos de ningún tipo por parte del Estado para competencias que son propias de las autonomías, "y 

que actualmente se están repartiendo en las conferencias sectoriales conforme a criterios variados".  



Fondos regionales 

Aunque no se ha aclarado, esto podría significar en la práctica la desaparición de fondos que Sanidad 

reparte a las regiones como los del Plan de Drogas, las ayudas de trasplantes, de sida y de uso racional 

del medicamento, entre otros. Este mismo concepto se utilizó ya en los presupuestos para eliminar el 

Fondo de Cohesión, que compensaba a las regiones por la atención prestada a pacientes de otras 

autonomías. Como contrapartida se dará un poco más de margen de déficit a las comunidades 

autónomas. 

Reforma de la ley del medicamento y alza del IVA 

El paquete de medidas de recorte aprobado por el Consejo de Ministros no incluirá una subida 

generalizada de impuestos "pero sí de algunos específicos para converger con Europa". Sin detallarlo, la 

vicepresidenta del�Gobierno dejó entrever la ya esperada subida del IVA�de los productos sanitarios del 

10 al 21 por ciento. Además, el �Consejo de Ministros dio luz verde a la tramitación parlamentaria de la 

reforma de la Ley de Garantías y Uso Racional de los Medicamentos para adaptarla a Europa en materia 

de farmacovigilancia. 

 


